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Estimado amigo y camarada: 

En días anteriores les envié una nota 
de la que no he recibido acuso de recibo, pero que espero haya 
recibido, en que le expongo la situación de mi padre como jubi 
lado del Poder Judicial. 

Ahora deseo ampliar los antecedentes. 

Mi padre jubiló con una perseguidora 
que representaba el máximo que permitía la ley, en Mayo de 
1973. Sin embargo, el 23 de Abril de 1975 se dictó el DL 970 
que agregó un artículo al DFL 236 de 1968 y estableció por esa 
vía la imponibilidad de la asignación profesional para los fun 
eionarios del Poder Judicial que jubilaren con 30 años de ser-
vicios. 

Ese beneficio se hizo extensivo a los 
jubilados que estuvieren gozando de pensiones siempre y cuando 
hubiesen jubilado con 30 arios de Servicio efectivo en el Poder 
Judicial. En consecuencia, se discriminó arbitrariamente en 
contra de los que jubilaron con el máximo con menos años compu 
tando otros servicios por otras actividades. Mi padre jubiló 
considerando dos años de abogado con lo cual quedó en la situa 
ción de jubilado de 28 años de servicios efectivos en el Poder 
Judicial. Otros distinguidos magistrados sufrieron igual "cas 
tigo" de parte del régimen que terminamos, como don Antonio Ra 
veaud colaborador del Comité Pro Paz entre otros pocos. Los ca 
sos no son muchos. El dato se podría pedir fácilmente por esa 
repartición a don Marcos Lima que es ahora nuestro flamante je 
de de la oficina de Normalización previsional. Por esta vía 
se sancionaba a los magistrados que fueron expulsados del Po-
der Judicial despues del golpe militar. 
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Recurrió a la Contraloría General uno 
de los afectados: don Manuel Antonio Vivanco. Por supuesto si 
en épocas recientes la Contraloría no tuvo personalidad menos 
se podía conseguir algo en 1977, fecha del infoLlue que le adjun 
to. 

El informe expresa que como la ley es 
clara no hay nada que hacer y para ello no hace ningún distin-
go que en la especie es de elemental justicia, ya que en la 
praática importa una efectiva disminución de la pensión respec 
to del que se hallaba en servicio activo. 

En efecto, según el inciso 1Q pueden 
agregar a su pensión la Asignación Profesional todos los fundo 
narios de la Planta Superior del Poder Judicial que cumplan 30 
años exclusivos en él. 

Pues bién, en la mencionada Planta Su 
perior del Poder Judicial existen tantcs funcionarios que tie - 
nen derecho al beneficio de la Pensión Perseguidora como otros 
que no lo tienen. De tal modo, que de no mediar el inciso 2Q 
de D.L. 970 los funcionarios con Pensión Perseguidora que jubi-
len en el futuro pudieron incrementar su jubilación con la Asia 
nación Profesional sin cumplir con el requisito de 30 arios ser-
vidos en el Poder Judicial, invocando el artículo 132 del Esta-
tuto Administrativo antiguo, por tratarse de una remuneración 
imponible del personal en actividad. 

Considero que esta es la única inter-
pretación posible de la norma legal en comento y que la exigen-
cia de 30 arios continuos en el Poder Judicial no puede ni debe 
formularse al jubilado con anterioridad a la publicación del 
D.L. NQ 970 tanto por razones de equidad como de interpretación 
del contexto de la legislación. De haberlo sabido todos habrían 
esperado cumplir los 30 años. 

En primer término, es norma legal de 
derecho contenida en el artículo 9 del Código Civil, que las 
leyes sólo rigen para el futuro y no tendrán jamás efecto re-
troactivo; el pretender darle este efecto a la exigencia de 30 
años continuos en el Poder Judicial al sector pasivo, significa 
sin lugar a dudas vulnerar la norma común. 
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Por otra 
discusión, al momento de 
derecho a gozar a título 

parte, y esto no puede estar 
jubilar se incorpora al patri 
de jubilación, de todas las 

remuneraciones imponibles de quien está ejerciendo el cargo y 
sobre este beneficio existe una especie de derecho de dominio, 
ya que así lo dispone el artículo 583 del Código Civil y lo ha 
declarado también en casos similares la jurisprudencia de la 
Excma. Corte Suprema, quien en numerosas ocasiones ha determi-
nado que los beneficios previsionales son bienes jurídicos ina 
preciables para el trabajador quien al impetrarlos los incorpo 
ra en dominio a su patrimonio. 

Cabe destacar que mi padre incorporó 
al momento de jubilar el derecho a gozar de todas las rentas 
imponibles del titular, y el articulo 132 del Estatuto Adminis-
trativo antiguo no distinguia entre rentas presentes o futuras, 
de modo que la incorporación al patrimonio se produjo sin condi 
ción alguna; en tal virtud, al pretenderse darle efecto retroac 
tivo al requisito encuestión, no sólo vulnera el artículo 9 del 
Código Civil, como se dijo, sino que se vulnera asimismo, el de 
recho de dominio garantizado por la Constitución Política del 
Estado. 

Esta interpretación expuesta preceden-
temente, es compartida también por expertos en Seguridad Social 
y podemos señalar, a titulo ejemplar, que el profesor don Patri 
cio Novoa en su libro "Derecho de Seguridad Social", expresa: 
"Si la nueva ley suprime, cercena manifiestamente un derecho, o 
exige nuevos o adicionales requisitos para su obtención, cabe 
llegar a la conclusión que los efectos de tal ley no pueden ex-
tenderse a quienes tenían ya los requisitos cumplidos para obte 
ner el derecho, pues este se adquiere en la. fecha en que tales 
requisitos se cumplieron y en ese momento ingresó al patrimonio 
del trabajador". 

Estimado amigo no pretendo una canon-
gía sino poner fin a una cuestión que moral y jurídicamente es 

inaceptable. Podría recurrir a los tribunales, más en las actua 
les circunstancias no me seria grato demandar, sin antes efec-
tuar esta gestión. Además estoy más que seguro que Ud., consi-
derará esta causa como suya propia no sólo por mi sino por la 
justicia elemental en juego. 

DR. SOTERO DEL RIO 326 - OFICINA 1003 - FONOS 717046 - 726557 - SANTIAGO CHILE 



ESTUDIO JURIDICO 
Ramón Brion,» Toledo 
Ramón BrIones Espinosa 
Adolfo Zaldfvar Larrafn 
José Gonzalo Bustos Coll 

4 

No creo que sea mucho el dinero en cues 
tión para el fisco porque son unos pocos viejos y unaspocas mon-
tepiadas. Lo óptimo sería por una sola vez asimilarlos a los que 
se fueron ahora, sin los 14.000.000. por supuesto, pero eso lo 
considero inviable. 

Le rogaría encarecidamente pedir una es 
timación para conversar con Foxley y don Patricio. 

El proyecto es muy simple ya que basta-
ra una disposición interpretativa que diga que el inciso segundo 
del D.F.L. NQ 326 de 1968, agregado por el artículo tífico del 
D.L. 970 de 1975 no ha podido afectar a quienes ya habian jubi-
lado conforme a las condiciones objetivas que al momento de ju-
bilar establecía la legislación para acogerse al beneficio, co-
rrespondiendo llevarse a cabo la reliquidación correspondiente. 

Con sincero afecto y deseos de éxito 
lo abraza. 

RAMON BRIONES ESPINOSA 

cc./arch. 
Se adjunta dictamen de Contraloría. 
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tlediante la presentación del rubro, 
don Banul Antonio Vivineo Cisternas, eu-Einistro de la Corte del Trabajo-
de Dantiazo, y actual jubilado, solicita de este 07:Ganismo de Control, un-
pronunciento relativo al derecho.que le saiatz-1 para que su pensión de - 
jubilación rat vea lacrementada coa 	nacióa profesional establecida por 
el artículo 3°  del decreto ley U°  479, cP: 1974 y que fue declarada imponi-
ble para ,1 persoual que e uenala por el artfuulo 13 dz,.1 DFL. U°  236, de 
1962, a,:ilessdo pai: el articulo único del decrs¿to ley N°  970, de 1975, todo 
ello, de acuerdo el sistema de reajuste automático da pensiones estableci-
do en el articulo 132°  dl ratatuto .Admínistrativo y en atención a que, a-
SU parcer, Ci vsuisito du anos de serviciou a qw2 se refiera el aludido-
artLulo 13' del DF?.. la°  236, de 1968, no es aplicable al sector pasivo al-
cual pertnece, por cuanto una interpretación armónica de dicho precepto,-
pormitirfa concluir que, los jublIddoa que In su oportunidad incrementaron 
su pensión con la asi;neción profesional, primitivamente instituida por la 
Ley 16.840, recuperarían este derecho, al haceree ella imponible, sin otra 
exicencía quo la de beber adquirido el beneficie con anterioridad al 1°  de 
Abril de 1975, fecha de viglmeia del decreto ley 	970, de 1975. 

Por otra parte, y en subsidio de - 
la petición antes wocionada, e/ recurrente solicita que le scan computa - 
dos como servicios prestados exclusivamente en el Poder Judicial al tenor 
de lo dispuesto en el artículo 13' del DFL 11°  236, de 1968, el tienpo que-
sirvió col: Inspector en la antigua Dirección General del Trabajo, ya que-
dicha rvpartición habría estado incorporada a la fecha de ou triares° a ella 
al Pockr Judicial, guardando, en todo caso, la continuidad funcionaria, - 
que 10 habilitaría pana el cómputo aludido. 

sobra el caso ea estudio, se pidió 
informe al Departamento de Pensionas del banisterio de !lacteadas  el que tu 
vo a bien evacuarlo, expresando qua el recurrente carece del derecho para-
considerar en los reajustes de su pensión, la asignación profesional cita-
da, por no reunir treinta anos de servicios exclusivos en el Poder Judicial, 
puasto que, tal como Se desprende de la solicitud de jubilación que se acom 
pala, e1 interesado acreditó solamente viintiaicte papa do servicios en los 
Juguadou del Trabajo, a loa que se agregan siete más, durante loa cuales - 
ac astsemperto como funcionario de la Dirección General del Trabajo. 

Pues bien, sobre la materia consul-
tada en utnar térndno, es preciso scealar que, dadoa los nIrminos claros - 
o indattables empleados por el artículo 13°  del DFL11°  236, do 1968, sólo-
es posible entender que la obligación de acreditar treinta naos de servicios 
prestadou exclusivamente en el Poder Judicial, es un requisito que esta - 
formulado, no únicamente respecto del personal en actual servicio, sirio que, 
y tal cono lo aciaala el inciso seGundo do la citada disposición legal, es 
aplicable a los titularP,s de pensione° de Jubilación perseguidora', esta-
ca aqu,llus quo se encontraban gozando de dichas ~enea al 1°  de abril- 

AL Ui-1011, 
111WL Aamulo VIVAUCO CISTELWAS 
Pv.D110 U, VALDIVIA 4* 1600-64 
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J._ 1973, fecha dt1 icto I,y S" 973, gut: aalea6 tl alticulo rol ido al-
D1L 1Z°  236, d. 1963. 

A cata =lama conclusión au ha arri 
hado, par lo &más, por esta O:amisto da Control cn el dictan N' 73.339, 
d.: 1975, ani qua oe saftaló precisarsanta, qua de ardo con la norma legal 
an cotudio, los peasanales qua so encontraban jubilados al 1°  da abril de-
1975, incrementaran aua panaionaa con la azianaci6a profeaional ca comento, 
sicmpra que entro °trata utiaenciara cumplan con el miniao du «toa computa-
bles establecido para loa activos y de qua e/ beneficio pretiolonal esta - 
sujato a cualquiar résinen de rcajustabilidad autmmática, ata importar la-
facha da su obtenei6n, y ello porque el santido de la Jay, al eatablccor 
ata laquisíto, ce deapranda en forma clara y precisa, de su 8610 tenor li 
tcral. 

Da cate modo, no es relevante, en. 
la especia, el hecho da que el recurrenta haya jubilado en su oportunidad-
con al derecho a incrementar uu penaLdu con la autiaua auignación profano 
nal establecida en la Ley 16.840, puto qua aquel bananal° fue posterior 
manta &rosada, emanando la actual asignaci6n profesional del articulo 3C 
del (Lcreto ley N" 479, de 1974, qua la concadió, por rala atnaral, en ca 
rácter de no imponible, a lo qua hace 1.a:zapat6n el actual articulo 13" del 
DYL U°  236, de 1968, de lo qua st.1 deaprendo 4uo los interesados an sozar - 
da tuna franquicia, deberán cumplir en forma batel, cada uno de las cal - 
aenciaa leaalan, entre las que Gc encuzntra, especificamante, la da compu- 
ta,: taelnta aspa de servicios prestados exclucivaaanta en el Podar Judicial, 
sin Laportar, para catos afectoa, la opoatunidad en que se haya jubilado. 

Ln relación coa el secundo punto - 
planteado asa forma subsidiaria por el ocurrente, ea orden a qua le sea com 
putada ul Hampa an que se deacapaft6 como faspaator en la antigua DirecciZO 
Ganara/ d.:A Trabajo, como uervicíos prestados para al Podar Judicial cabe.' 
hac 	prasuata an primer tZrmina que el Zaalaaanto Draánico Cenaral da los 
Sarviatoa de la Dirceción General del Trabajo, el ti°  1.184, de,1942, del 111 
niatario del Trabajo, qua oraania6 y estructuró el citado oraanivmo, díataa 
aula, eapresacenta en nu articulo 60, cuatro escalafones difcrentaa, con - 
Una/asnas y atribuciones también divercas y capacificaa. Dichos escalafones 
eran A administrativo, el de inapactores -al cual partcacció el reaurrente-, 
el tlí: tÉ,caicoa capacializadoa y el c:scalafón judicial. Asimismo, dicha »e-
parazión da fuualaras ae advierta ea toda el contexto dl citado Lealhamento, 
por lo qua an ainaan cazo pueda araibarse u la conclusi6a de que los Jaspee 
tuaas del trabajo se encontraban a:alunadas a loa funcionarioa judiciales 
tu la Diracci6a General dalllabajo. 

Por lo daoás, y da acuerdo al ar - 
tfulo 28" de la Lay 11.986, y desde au facha dm vialancia, 19 da novia= 

de 1955, la Judicatura del Trabajo, que llanta ese momento dependia, co 
mo se ha dicho, da la Direcatón General del Trabajo, pasó a formar parto - 
del. Podar Judicial, da lo qua osa inflare que, con anterioridad, dichos Tti 
bunalas, obvio:wat% no eran intaarantea de aquel Poder del Estado, y los-
aaevicios prestados aa ellos, con anterioridad d la Lay 11.986, no su ea - 
cueatran, comprendidos danta(' chlau cala-Itaca por el artiaLlo 13"del DFL - 
U" 236, de 1963. 
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For consicuiente, y de acuerdo a - 
lo preccdente,u..nte scaalado, esta Coutraloría General, sólo puede arribaw. 
en la especie, a la conclusión de que don Uanu21 .nLoto Vivanco Cisternas, 
carece del der,;cho paa incrementar la pcnsión de jubilación ‘11± qua ca ac-
tualmente titular, con la asís-nación profesional establecida en el artículo 
30 del dc-creto ley U°  479, de 1974, y declnzada imponible, para el p2raonal 
que so aelaia, por el artículo 139  del D171. U°  236, da 1968, en su radacción 
fijada por el articulo único dl decreto ley N°  970, de 1975)  en atenci6n- 
a que no cumple con cl requisito de contar con treinta anea de servicios - 
prcatados exclusivamente en el Poder Judicial, no sirviándolc, para comple 
tar el lapso aludido, el técmpo que oirvió como funcionario de la Dirce - 
ción General del Trabajo, en calidad de Inopzetor, por las razones que se-
han analizado, en este pronunziamiento. 

DevuIlvansc los antecedentes ACOMm 
paliados al 11:partamento de Pensiones del Mánistario (U Hacienda y transcri 
base a dicha repartición y a la Caja Uacional de Umplecdos Públicos y Pe - 
riodistas y al Departamento do Toma do Ratón y Zesistro do cata contraloría 
General. 

Dios 5pardc a 
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